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QUEJOSA Y RECURRENTE: **********.

VISTO BUENO
SRA. MINISTRA

PONENTE: MINISTRA YASMÍN ESQUIVEL MOSSA
COTEJÓ

SECRETARIA: LIZBETH BERENICE MONTEALEGRE RAMÍREZ.
Colaboró: Josefina Del Olmo Guerrero.

Ciudad de México. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,

en sesión correspondiente al diecinueve de febrero de dos mil veintiséis

emite la siguiente:

S E N T E N C I A

Mediante  la  cual  se resuelve el  amparo directo  en revisión 6213/2025,

interpuesto en contra de la sentencia de veintiuno de agosto de dos mil

veinticinco, dictada por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de

Trabajo  del  Decimoséptimo  Circuito,  en  el  juicio  de  amparo  directo

**********.

El  problema jurídico que este  Tribunal  Pleno debe resolver  consiste  en

determinar si el artículo  10 del Reglamento de Infectocontagiosidad y

Emanaciones Radioactivas, inserto en el Contrato Colectivo de Trabajo

celebrado  entre  el  Instituto  Mexicano  del  Seguro  Social  y  el  Sindicato

Nacional de Trabajadores del Seguro Social es inconstitucional.

ANTECEDENTES Y TRÁMITE

1. Juicio laboral. ********** demandó al Instituto Mexicano del Seguro Social

diversas  prestaciones,  entre  otras,  las  denominadas  de

infectocontagiosidad  de  conformidad  con  los  artículos  6  y  10  del
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AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 6213/2025

Reglamento de Infectocontagiosidad y Emanaciones Radioactivas inserto

en  el  Contrato  Colectivo  de  Trabajo  celebrado  entre  el  Instituto  y  el

Sindicato Nacional de Trabajadores del Seguro Social. 

2. La  Junta  Especial  Número  Veintiséis  de  la  Federal  de  Conciliación  y

Arbitraje, con residencia en el Estado de Chihuahua, registró la demanda

bajo  el  expediente  **********;  seguidos  los  trámites  de  ley,  el  once  de

septiembre de dos mil veintitrés dictó laudo1 en el que absolvió al Instituto

Mexicano del  Seguro Social  de pagar  a  la  actora  las  prestaciones que

reclamó en su escrito de demanda.

3. Juicio de amparo.  Inconforme con lo anterior, **********, por conducto de

su apoderado **********; promovió juicio de amparo, y en relación con el

Reglamento de Infectocontagiosidad y Emanaciones Radioactivas inserto

en  el  contrato  colectivo  de  trabajo,  en  esencia,  alegó  los  siguientes

conceptos de violación:

 La responsable transgrede los derechos de la trabajadora al momento
de dictar el laudo y absolver al Instituto Mexicano del Seguro Social de
otorgar por sus actividades los beneficios del citado reglamento, al no
encuadrar su puesto en los lineamientos del artículo 10, no obstante,
sus actividades en el centro de salud donde prestó sus servicios la
colocaban en una situación de riesgo de contagio, razón por la cual se
considera que se está en presencia de una disposición que resulta
sospechosa  o  dudosa  de  cara  a  los  parámetros  de  control  de  los
derechos humanos.

 El  citado  Reglamento  de  Infectocontagiosidad  y  Emanaciones
Radioactivas inserto en el contrato colectivo, al restringir el acceso a
los  beneficios  señalados  en  el  mismo  sólo  a  ciertas  categorías,
discrimina  a  aquellos  trabajadores  como la  quejosa,  que  aun  y  no
estando en esas categorías están expuestos a los factores de riesgo,
dado el puesto y las actividades desarrolladas durante la relación de
trabajo.

1 “PRIMERO. La  actora  **********  no  acreditó  en  forma  alguna  su  acción;  el
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL acreditó eficazmente sus excepciones
y defensas, por lo que ha resultado improcedente la acción intentada en su contra.
SEGUNDO. Se absuelve al INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL de pagar a
la actora ********** las prestaciones que reclamó en su escrito inicial de demanda; lo
anterior  en  base  a  los  argumentos  y  fundamentos  expuestos  en  el  considerando
Tercero de la presente Resolución. 
Notifíquese (…)”
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AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 6213/2025

 En consecuencia, es obligación del patrón no sólo
cuidar la salud de sus empleados, sino tomar las
medidas para evitar en lo más posible los riesgos

en la salud, lo que si bien es cierto en el contrato colectivo que rige en
el  Instituto  Mexicano  del  Seguro  Social  y  el  Reglamento  de
Infectocontagiosidad  citado,  se  otorgaron  derechos  y  prerrogativas
para  los  empleados que  se  encuentran  ubicados  en  los  puestos  y
áreas  señalados  en  los  que  evidentemente  existen  los  riesgos  de
infección, cierto es que, dichos instrumentos contractuales no pueden
ser  limitativos,  ya  que  existen  otros  puestos,  áreas  y  actividades
laborales de empleados de la salud, que aun no encontrándose en los
descritos en el artículo 10, sí están en riesgo de contagio, como el
puesto y actividades de la trabajadora aquí quejosa, y para los cuales
debería existir también las prerrogativas señaladas o alguna parte de
ellas, ya sea porque realizan funciones inherentes a otras categorías o
porque la infraestructura del hospital al cual están adscritos no reúne
las medidas mínimas de salud y seguridad.

 Por  tanto,  la  junta responsable,  en uso de las  facultades  ex oficio,
debió  analizar  e  inaplicar  el  artículo  10  multicitado,  y  efectuar  una
interpretación  más  benéfica  a  la  parte  quejosa,  en  relación  con  la
tutela del derecho humano a la salud, en aplicación del principio  pro
persona previsto en el artículo 1o. constitucional, lo que evidentemente
pone en riesgo su vida y la  de la colectividad que acude a dichos
centros a su atención médica.

 Por la cual,  aunque la quejosa no esté destinada o adscrita en los
supuestos del  artículo 10 del  Reglamento de Infectocontagiosidad y
Emanaciones  Radioactivas,  inserto  en  el  contrato  colectivo  en
comento, los servicios médicos son unidades que prestan servicios de
atención primaria de salud a las personas, por lo que, al realizar esta
labor,  es  posible  que  estén  en  riesgo  de  exponerse  a  los  agentes
contagiosos, por tanto, todo el personal adscrito a dichos centros, aun
y cuando no se ubiquen en los supuestos del citado artículo, pero que
por  sus  actividades  en  mayor  o  menor  medida  se  encuentren
expuestos y por ende, en riesgo de contagios, deben contar con la
protección y prerrogativas señaladas en el instrumento de cuenta.

 Máxime que, no solamente el patrón no acreditó las actividades que
desempeñó la actora, sino que admitió las señaladas en la demanda,
que  si  bien  es  cierto  no  se  encuentran  en  las  descritas  en  el
reglamento señalado, sí expusieron a la actora a factores de riesgo al
estar  en  contacto  con  personas  que  acuden  al  hospital  a  recibir
atención, ya sea ambulatoria, clínica o quirúrgica y, en consecuencia,
deberían recibir los beneficios del reglamento.

 Destacando que el derecho a la salud se refiere al derecho de toda
persona a gozar del más alto nivel de bienestar físico, mental y social,
asimismo, incluye la protección ante los riesgos, así como la atención
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AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 6213/2025

de  salud  oportuna  y  apropiada,  los  elementos  esenciales  e
interrelacionados  de  disponibilidad,  accesibilidad,  aceptabilidad  y
calidad de los servicios, bienes e instalaciones de salud, incluyendo
los medicamentos y los beneficios del progreso científico en esta área,
en  condiciones  de  igualdad  y  no  discriminación,  en  consecuencia,
dadas las actividades de la actora en la fuente de trabajo, debía haber
recibido  los  beneficios  indicados  en  el  reglamento  para  las  áreas
señaladas  en  su  artículo  10,  independientemente  de  que,  si  las
mismas se encuentran detalladas o no en éste.

 Además  de  que,  en  términos  del  convenio  número  155  de  la
Organización  Internacional  del  Trabajo  artículo  4.2,  el  objeto  de  la
política es prevenir los accidentes y los daños para la salud que sean
consecuencia del trabajo, guarden relación con la actividad laboral o
sobrevengan durante el trabajo, reduciendo al mínimo, en la medida
en que sea razonable y factible, las causas de los riesgos inherentes
al medio ambiente del trabajo.

 Máxime que, el artículo 9 del citado reglamento prevé la posibilidad de
que empleados que aun y cuando hayan sido expuestos a los factores
de  riesgo  y  fueran  comisionados  a  actividades  del  sindicato  sigan
percibiendo las prestaciones señaladas en el reglamento, lo que hace
más patente la inconstitucionalidad del citado artículo 10.

 De ahí que, los empleados como la quejosa al no estar adscritas a
dichas áreas, pero sí tener actividades de riesgo podían tener acceso
a parte o la totalidad de los beneficios reglamentarios.

 El  laudo  reclamado  conlleva  un  trato  discriminatorio  e  injustificado,
porque  asume que  los  empleados  de  centros  de  salud  que  no  se
encuentran en los enumerados en el artículo 10 del reglamento citado
no  están,  por  esa  sola  circunstancia,  en  contacto  con  agentes
infecciosos  o  en  riesgo  de  estarlo,  por  ende,  no  les  confieren
peligrosidad.

 En tanto que,  el  puesto de médico no familiar  está señalado en el
artículo  10  del  reglamento  y  las  actividades  de  la  trabajadora  no
solamente no fueron desvirtuadas, sino aceptadas por el patrón.

4. El Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo

del Decimoséptimo Circuito conoció de la demanda de amparo, la

registró bajo el expediente  **********; la admitió a trámite y  seguidos los

trámites  respectivos,  en  sesión  de  veintiuno  de  agosto  de  dos  mil

veinticinco,  dictó  sentencia  en  la  que  concedió  el  amparo a  la  parte

quejosa, bajo las siguientes consideraciones:
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AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 6213/2025

 Declaró  infundados los conceptos de violación en
los que la parte quejosa argumentó que el artículo
10  del  Reglamento  de  Infectocontagiosidad  y

Emanaciones  Radioactivas,  inserto  en  el  Contrato  Colectivo  de
Trabajo celebrado entre el Instituto Mexicano del Seguro Social y el
Sindicato  Nacional  de  Trabajadores  del  Seguro  Social  es
inconstitucional.

 Expuso, el marco normativo del principio de igualdad regulado en los
artículos  1o.  constitucional,  1 y  2  de  la  Declaración  Universal  de
Derechos Humanos, 2, 3 y 26 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, preámbulo y II de la Declaración Americana de los
Derechos  y  Deberes  del  Hombre,  1.1.  y  24  de  la  Convención
Americana  sobre  Derechos  Humanos,  con  base  en  diversos
precedentes fallados por el Tribunal Pleno, así como por las extintas
Salas.

  Asimismo,  desarrolló  el  tópico de  discriminación por  diferenciación
expresa, en donde una vez corroborado que el legislador realizó una
distinción,  es  necesario  establecer  si  dicha  medida  se  encuentra
justificada.

 Señaló  que,  la  justificación  de  las  distinciones  legislativas  que
distribuyen cargas y beneficios se determina a partir de un análisis de
la  razonabilidad de  la  medida,  también  entendido  como  test  de
igualdad. 

 Precisó que, el examen ordinario de igualdad consiste en establecer la
legitimidad  del  fin,  debiendo  ser  la  medida  más  adecuada  para
alcanzar el fin buscado. En consecuencia, el órgano resolutor se limita
a determinar si existe una relación racional entre el medio elegido por
el legislador y el fin que se persigue con la medida. 

 La Suprema Corte de Justicia de la Nación en diversos precedentes
ha  sostenido  que  cuando  la  distinción  impugnada  se  apoya  en
categorías  sospechosas  debe  realizarse  un  examen estricto  para
calificar su constitucionalidad a la luz del principio de igualdad. 

 Además, supone que en primer término debe estudiarse si la distinción
basada  en  la  categoría  sospechosa  cumple  con  una  finalidad
imperiosa desde el punto de vista constitucional. También, debe ser la
medida  menos  restrictiva  posible  para  conseguir  efectivamente  la
finalidad imperiosa.

 Por otro lado, estableció que, el análisis de razonabilidad consistía en
la verificación de la norma bajo las interrogantes siguientes: a) si la
opción  elegida  por  el  legislador  trastoca  o  no  bienes  o  valores
constitucionalmente protegidos, es decir, si la finalidad de la medida es
legítima; y, b) si los hechos, sucesos, personas o colectivos guardan
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una identidad suficiente que justifique darles el mismo trato, en otras
palabras,  si  existe relación entre el  medio y objetivo elegido por  el
legislador. 

 Determinó que el método para evaluar la regularidad del artículo del
reglamento impugnado sería mediante una prueba de razonabilidad, al
ser  una  herramienta  interpretativa,  directa  o  programática,  que
pretende examinar  la  relación  entre  los  medios  y  fines  mediatos  e
inmediatos de una medida, que debe ser proporcional y no limitativa,
sino  que  se  debe  analizar  la  legitimidad  de  propósito,  ya  que  no
cualquier objetivo propuesto es compatible con la esencia y fines de
los Derechos Humanos de fuente nacional e internacional.

 Así,  en principio,  analizó si  la  opción elegida por  el  legislador  (sic)
trastoca bienes o valores constitucionalmente protegidos, es decir, la
finalidad de la medida es legítima, para ello, consideró el artículo 86
bis  del  Contrato  Colectivo  de  Trabajo  y  el  10  del  Reglamento
impugnado.

 Determinó  que,  de  los  preceptos  antes  citados,  se  obtiene  que  el
Instituto  cubrirá un porcentaje extraordinario a su personal por estar
expuestos  en  forma  constante  y  permanente  a  riesgo  de
infectocontagiosidad y de emanaciones radioactivas, pero también se
establece que para tener derecho a tales conceptos, es necesario que
se  trate  de  trabajadores  que  tengan  las  categorías  listadas  en  el
artículo 10 del citado reglamento y que laboren normalmente en las
áreas o servicios a que se contrae dicha disposición.

 Por  lo  que  conforme al  artículo  10  del  Reglamento  impugnado las
prestaciones a que se refiere el diverso 4, deben pagarse solamente a
los trabajadores que reúnen los requisitos: a) se trate de una de las
categorías ahí precisadas; b) estén expuestos en forma constante y
permanente  a  riesgo  por  infectocontagiosidad  y  por  emanaciones
radioactivas;  y,  c)  laboren normalmente en las áreas o servicios de
especialidad ahí descritos. 

 En ese contexto, el artículo 10 del Reglamento tiene como propósito
legítimo otorgar medidas de protección reforzadas al personal que, por
la  naturaleza  de  sus  funciones,  enfrenta  un  riesgo  calificado  y
permanente  de  exposición  a  agentes  infecciosos  o  sustancias
radioactivas,  tales  como  quienes  laboran  en  áreas  de  urgencias,
quirófanos, laboratorios, rayos X, y similares.

 Por lo que concluyó que la finalidad que persigue el artículo combatido
es constitucionalmente válida,  ya que protege de forma especial  la
salud e integridad de los trabajadores que desempeñan funciones en
áreas de exposición permanente a riesgos biológicos o radioactivos.
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 Posteriormente, analizó si existía relación entre el
medio y el objetivo elegido por el legislador (sic) y
concluyó  que,  el  artículo  10  del  Reglamento

impugnado  no  es  inconstitucional  ni  discriminatorio,  en  tanto  que
sustenta una distinción objetiva, técnica y funcional.

 El precepto impugnado no establece un trato desigual arbitrario, sino
que define un grupo de trabajadores que, debido a su adscripción o
función  dentro  del  Instituto  Mexicano  del  Seguro  Social,  están
expuestos  de  forma  constante  y  permanente  a  agentes
infectocontagiosos  o  materiales  radioactivos  y  a  partir  de  ello,  se
otorgan  medidas  de  protección  reforzada,  como  prerrogativas
laborales especiales, lo que constituye una acción preventiva legítima.

 Por tanto, tal numeral no parte de una categoría sospechosa prohibida
por el artículo 1o. constitucional, como el sexo, edad o condición de
salud del trabajador, sino que obedece a una clasificación basada en
el nivel de riesgo técnico inherente al puesto.

 En  este  sentido,  se  trata  de  una  diferenciación  justificada,  que  no
persigue excluir,  sino proteger  diferencialmente a quienes enfrentan
mayores peligros por la naturaleza misma de su trabajo.

 Señala que, el contenido del artículo ha sido validado en precedentes
del Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo
del  Cuarto  Circuito  al  emitir  la  tesis  aislada  de  rubro:
“TRABAJADORES  DEL  INSTITUTO  MEXICANO  DEL  SEGURO
SOCIAL.  FALTA  DE  LEGITIMACIÓN  PARA  SOLICITAR  LA
APLICACIÓN DEL REGLAMENTO DE INFECTOCONTAGIOSIDAD Y
EMANACIONES  RADIACTIVAS.”2, en  el  que  se  señaló  que  los
trabajadores  del  Instituto  no  pueden  legítimamente  reclamar  las
prerrogativas  del  reglamento  si  no  acreditan  que  su  categoría  se
encuentra incluida expresamente en el listado de servicios expuestos
a  los  riesgos  descritos,  ya  que  el  acceso  a  los  beneficios  del
reglamento no deriva de una exposición subjetiva o eventual al riesgo,
sino de la pertenencia estructural a una categoría que, conforme al
contrato colectivo ha sido reconocida como de riesgo permanente, por
tanto, el precepto no es excluyente en términos discriminatorios, sino
selectivo  con  base  en  parámetros  objetivos,  verificables  y
técnicamente sustentados. 

 Por  otro  lado,  concluye  que  el  diseño  normativo  cumple  con  el
principio  de razonabilidad,  porque la  medida  prevista  en el  artículo
impugnado está directamente conectada con la finalidad de proteger la

2  Tesis: IV.1o.A.T.17  L. Publicada en el  Semanario  Judicial  de  la  Federación  y  su
Gaceta, Novena Época, Tomo IX, febrero de 1999, página 543, registro digital 194643.
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salud y vida de los trabajadores más expuestos, lo cual constituye una
finalidad constitucionalmente imperiosa. 

 Por  lo  que es idónea,  necesaria  y proporcional,  pues establece un
esquema de beneficios laborales ajustados a condiciones de riesgo
específicas,  sin  que  ello  implique  una  afectación  injustificada  a
trabajadores en situación distinta. 

 Luego, pretender que todos los empleados del Instituto -sin importar el
área  de  adscripción-  reciban  automáticamente  los  beneficios  del
reglamento  rompería  con  la  proporcionalidad,  pues  extendería  una
protección  especializada  a  quienes  no  enfrentan  las  mismas
condiciones de riesgo, y desnaturalizaría el fin legítimo del instrumento
convencional.

 Entonces, no se acredita una afectación al derecho a la salud ni a la
igualdad sustantiva, pues si bien el derecho humano a la salud debe
garantizarse  para  todo  trabajador,  ello  no  implica  que  todos  deban
recibir exactamente las mismas prestaciones, sino que la protección
debe ser diferenciada conforme al nivel de riesgo enfrentado, como lo
exige el  propio  estándar  de igualdad sustantiva  desarrollado por  la
otrora Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la
jurisprudencia 1a./J. 126/20173 (10a.).

 Luego,  no  se  acredita  una  afectación  sustancial  al  derecho  a  la
igualdad ni a la no discriminación, ya que la distinción opera con base
en criterios razonables,  objetivos y constitucionalmente válidos,  que
atienden  a  la  protección  reforzada  de  quienes  verdaderamente  la
requieren por condiciones materiales de mayor exposición al riesgo.

 Por lo que el tribunal estimó que la medida prevista en el artículo 10
del reglamento es legítima, pues busca proteger la salud e integridad
de  los  trabajadores  más  expuestos  a  riesgos  infecciosos  y
radioactivos.

 El medio es adecuado y necesario, pues la categorización de puestos
permite focalizar los recursos y beneficios laborales en quienes más
los requieren.

 La distinción es proporcional y no discriminatoria, al derivarse de un
criterio funcional y técnico, no arbitrario, y cumplir con los parámetros
establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la
Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Nación  sobre  igualdad  y  no
discriminación.

3 Tesis:  1a./J.  126/2017  (10a.),  de  rubro:  DERECHO  HUMANO  A  LA  IGUALDAD
JURÍDICA. DIFERENCIAS ENTRE SUS MODALIDADES CONCEPTUALES.
Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro
49, diciembre de 2017, Tomo I, página 119, registro digital 2015678.
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 En consecuencia, el artículo 10 del Reglamento de
Infectocontagiosidad y Emanaciones Radioactivas,
inserto  en  el  contrato  colectivo  del  Instituto

Mexicano del Seguro Social no es inconstitucional ni inconvencional,
por no constituir una distinción arbitraria ni discriminatoria en perjuicio
de la quejosa.

 En todo caso, la extensión de beneficios a otras categorías laborales
correspondería a la negociación colectiva entre sindicato y patrón, no
a  una  interpretación  judicial  extensiva  que  desnaturalice  el  pacto
contractual y con ello el principio de autonomía colectiva.

5. Recurso  de  revisión. Inconforme  con  la  anterior  resolución,  la parte

quejosa por conducto de su apoderado legal interpuso recurso de revisión

y expresó agravios, en los que refirió, esencialmente, lo siguiente:

 La sentencia validó la aplicación literal y restrictiva del artículo 10 del
reglamento impugnado, en contra de lo mandatado por el artículo 1o.
constitucional, por lo que omitió interpretar la norma en el sentido más
favorable a la parte trabajadora, con lo cual vulneró el principio  pro-
persona, por lo que privilegió el formalismo normativo sobre la realidad
material de la exposición a riesgos.

 Del mismo modo, se estima que se vulneró el derecho a la salud, ante
la exclusión de la quejosa de los beneficios previstos en el reglamento,
pues no consideró la exposición real a los riesgos biológicos.

 La sentencia recurrida validó un trato desigual sin justificación objetiva
violentando el derecho de igualdad y no discriminación, a pesar de que
existe una discriminación normativa ante supuestos equivalentes, por
lo que el tribunal colegiado realizó un estudio insuficiente al concluir
que el precepto era constitucional. 

 Además, el razonamiento del Tribunal Colegiado resulta contradictorio
con los hechos acreditados en el expediente. La trabajadora demostró
haber realizado labores que la ponían en contacto directo con agentes
biológico-infecciosos, pero su exclusión se validó únicamente porque
su categoría formal no estaba contemplada en el catálogo del artículo
10 del Reglamento. Con ello, la sentencia incurrió en un formalismo
excesivo que privilegia la literalidad de una norma secundaria sobre la
realidad  de  la  exposición,  lo  cual  es  contrario  al  artículo  1o.
constitucional, que obliga a aplicar la interpretación más favorable a la
persona trabajadora conforme al  principio  pro persona,  así  como el
principio de realidad.

 A lo anterior se suma una contradicción normativa, en el sentido de
que  el  Reglamento  de  Infectocontagiosidad  concede  prestaciones
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completas  a  comisionados  sindicales,  aun  cuando  ya  no  realizan
actividades de riesgo. De esta manera, mientras se priva de derechos
a personal  médico efectivamente expuesto,  se preservan privilegios
para quienes no tienen contacto con agentes infectocontagiosos. Esta
situación configura un doble estándar que carece de justificación y que
agrava la discriminación estructural, pues niega derechos a quienes
deberían recibirlos y, al mismo tiempo, concede beneficios a quienes
no los necesitan.

 Señala que, el Tribunal Colegiado redujo el análisis de igualdad a un
examen de razonabilidad, sin aplicar un escrutinio estricto a pesar de
que  se  encuentran  involucradas  categorías  sospechosas  como  la
condición de salud, que se encuentran íntimamente relacionadas con
la exposición a riesgos biológico-infecciosos.

 Por  lo  que,  el  Tribunal  Colegiado  omitió  realizar  una  motivación
reforzada,  ya  que  no  explicó  por  qué  la  diferencia  señalada  en  el
artículo impugnado, aun cuando pueden estar expuestos a los mismos
riesgos,  resulta  estrictamente  necesaria  para  cumplir  el  fin  que  se
invoca.

 Sostiene que, no analizó si  existían medios menos restrictivos para
garantizar la protección del personal expuesto, como por ejemplo el
procedimiento identificado  con la clave 3A23-003-008, que establece
la  realización  de  estudios  técnicos  de  exposición  real  a  agentes
biológicos y radiaciones, mecanismo que permite otorgar prestaciones
conforme al riesgo verdadero, sin necesidad de recurrir a listas rígidas
de categorías y áreas. La omisión de considerar este medio alternativo
hace que el análisis de igualdad realizado por el Tribunal Colegiado
del conocimiento sea incompleto y, en consecuencia, inválido.

 Sustenta  que,  el  Tribunal  Colegiado  se  apartó  de  la  jurisprudencia
2a./J.  2/2020 (10a.),  en  la  que  la entonces  Segunda Sala  de  esta
Suprema  Corte  estableció  que  las  cláusulas  de  los  contratos
colectivos,  al  tener  naturaleza  materialmente  normativa,  pueden  y
deben  ser  sometidas  a control  constitucional  y  convencional  en  el
juicio  de  amparo  directo,  al  convalidar el  artículo  impugnado  sin
realizar  dicho  control;  a  pesar  de  que,  la  Corte  Interamericana  de
Derechos Humanos, en precedentes como el caso Lagos del Campo
vs. Perú enfatizó que en el ámbito laboral los Estados deben adoptar
medidas que eviten desigualdades estructurales y que fortalezcan la
protección de las personas trabajadoras frente a la vulnerabilidad, lo
que implica que los pactos colectivos no pueden contener cláusulas
que generen discriminación, por lo que es obligación de los Estados
adoptar  medidas  efectivas  para  garantizar  que  estos  contratos  no
vulneren la libertad de expresión, asociación o la estabilidad laboral de
las  personas  trabajadoras,  así como  de  revisar  y  modificar  los
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contratos  colectivos  si  estos  contienen  cláusulas
que discriminan a los trabajadores o vulneran sus
derechos.

6. Trámite  ante  esta  Suprema  Corte.  Mediante  auto  de  veintiséis  de

septiembre  de  dos  mil  veinticinco,  el  Ministro  Presidente  de  este  Alto

Tribunal  admitió  el  recurso de revisión bajo  el  expediente  6213/2025,  y

ordenó turnar el presente asunto a la Ministra Yasmín Esquivel Mossa, para

que actúe como ponente para elaborar el proyecto de resolución. 

7. Publicación del proyecto. De conformidad con los artículos 73, párrafo

segundo, de la Ley de Amparo, y 18 del Reglamento de Sesiones de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación y de Integración de las Listas de

Asuntos con Proyecto de Resolución4,  el  proyecto de sentencia se hizo

público,  con  la  misma  anticipación  que  la  publicación  de  listas  de  los

asuntos.

I. COMPETENCIA

8. El  Tribunal  Pleno  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Nación  es

legalmente  competente  para  conocer  de  este  recurso  de  revisión  en

términos  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  107,  fracción  IX5,  de  la

4 “Artículo 73. […]
(REFORMADO, D.O.F. 13 DE MARZO DE 2025)
El  Pleno  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Nación,  así  como  los  tribunales
colegiados  de  circuito,  tratándose  de  resoluciones  sobre  la  constitucionalidad  o
convencionalidad de una norma general y amparos colectivos, deberán hacer públicos
los proyectos de sentencias que serán discutidos en las sesiones correspondientes,
cuando menos con tres días de anticipación a la publicación de las listas de los asuntos
que se resolverán.
Artículo 18. Publicación de los proyectos. Los proyectos de resolución se publicarán al
difundirse la lista respectiva. Para ello, la ponencia que corresponda deberá generar
una  versión  pública  de  los  proyectos  y  la  remitirá  junto  con  éstos  a  la  Secretaría
General de Acuerdos para su ingreso al sistema digital.”
5 “Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con
excepción  de  aquellas  en  materia  electoral,  se  sujetarán  a  los  procedimientos  que
determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:
[…]
IX. En materia  de  amparo  directo  procede el  recurso  de  revisión  en  contra  de  las
sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan
la interpretación directa de un precepto de esta Constitución u omitan decidir  sobre
tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que a juicio de la Suprema
Corte  de Justicia  de  la  Nación el  asunto  revista  un  interés  excepcional  en  materia
constitucional o de derechos humanos. La materia del recurso se limitará a la decisión
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II6 y

967 de la Ley de Amparo; y 16, fracción IV8, de la Ley Orgánica del Poder

Judicial de la Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el

veinte de diciembre de dos mil veinticuatro, así como el punto Segundo,

fracción VIII,  inciso b),  del  Acuerdo General  Número  2/2025 (12a.),  del

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de tres de septiembre

de dos mil veinticinco, en el que se precisan los asuntos de su competencia

y  los  que  se  delegan  a  otros  órganos  jurisdiccionales  federales9,  por

de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras. En contra
del auto que deseche el recurso no procederá medio de impugnación alguno;
[…]”
6 “Artículo 81. Procede el recurso de revisión:
[…]
II. En  amparo  directo,  en  contra  de  las  sentencias  que  resuelvan  sobre  la
constitucionalidad de normas generales que establezcan la interpretación directa de un
precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos u omitan decidir
sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que a juicio de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación el  asunto revista un interés excepcional en
materia constitucional o de derechos humanos. La materia del recurso se limitará a la
decisión de las cuestiones propiamente constitucionales sin poder comprender otras.”
7 “Artículo 96. Cuando se trate de revisión de sentencias pronunciadas en materia de
amparo directo por tribunales colegiados de circuito, la Suprema Corte de Justicia de la
Nación  resolverá  únicamente  sobre  la  constitucionalidad  de  la  norma  general
impugnada, o sobre la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos o de los derechos humanos establecidos en los
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte.”
8 “Artículo 16. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá:
[…]
IV. Del  recurso  de  revisión  en  amparo  directo,  en  contra  de  las  sentencias  que
resuelvan  sobre  la  constitucionalidad  de  normas  generales,  establezcan  la
interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas,
siempre que a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el asunto revista un
interés excepcional en materia constitucional o de derechos humanos. La materia del
recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin
poder comprender otras;
[…]”
9 “SEGUNDO. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará para
su resolución:
(…)
VIII. Los amparos en revisión:
(…)
B) Substanciados en la vía directa, en los que el Tribunal Colegiado resuelva sobre
la constitucionalidad de normas generales, establezcan la interpretación directa de un
precepto de la Constitución u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren
sido  planteadas,  siempre  que  a  juicio  de  la  SCJN  el  asunto  revista  un  interés
excepcional en materia constitucional o de derechos humanos, en términos del artículo
107, fracción IX, de la CPEUM.
(…)
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tratarse  de  un  asunto  en  que  el  medio  de

impugnación  relativo  fue  interpuesto  contra  una

sentencia dictada por un Tribunal Colegiado en la que subsiste el problema

de constitucionalidad de una norma federal.

II. OPORTUNIDAD

9. Del análisis de las constancias se advierte que, la sentencia del Tribunal

Colegiado le  fue notificada personalmente a la parte quejosa el  viernes

veintinueve de agosto de dos mil veinticinco, por lo que dicha notificación

surtió efectos el lunes posterior.

10. Así, el plazo establecido por el artículo 86 de la Ley de Amparo10 para la

interposición del recurso de revisión transcurrió del martes dos al miércoles

diecisiete de septiembre de dos mil  veinticinco,  descontándose los días

seis, siete, trece, catorce, por ser sábados y domingos, así como quince y

dieciséis del mismo mes y anualidad, inhábiles conforme a los artículos 19

de la Ley de Amparo11; 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la

Federación12 y  punto  primero,  inciso  n)  del  Acuerdo  General  número

18/2013,  de diecinueve de noviembre de dos mil  trece del  Pleno de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación.

11. Por tanto, si el escrito de recurso de revisión se presentó electrónicamente

el jueves once de septiembre de dos mil veinticinco, se concluye que el

recurso se interpuso de forma oportuna. 

III. LEGITIMACIÓN

10 “Artículo  86. El  recurso de revisión se interpondrá  en el  plazo de diez  días por
conducto del órgano jurisdiccional que haya dictado la resolución recurrida.
La interposición del recurso por conducto de órgano diferente al señalado en el párrafo
anterior no interrumpirá el plazo de presentación.”
11 “Artículo 19. Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los
juicios de amparo todos los del año, con excepción de los sábados y domingos, […]”
12 “Artículo 229. En los órganos del Poder Judicial de la Federación, se considerarán
como días inhábiles los sábados y domingos… durante los cuales no se practicarán
actuaciones judiciales, salvo en los casos expresamente consignados en la ley.”
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12. El  Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el

recurso  de  revisión  fue  hecho  valer  por  parte  legítima,  al  haber  sido

interpuesto  por el apoderado legal de la quejosa,  personalidad que le fue

reconocida por el Tribunal Colegiado del conocimiento en el acuerdo de

veintiséis de enero de dos mil veinticuatro. 

IV. ESTUDIO DE LA PROCEDENCIA DEL RECURSO

13. En  principio,  el  recurso  de  revisión  en  el  juicio  de  amparo  directo  se

encuentra  regulado en los  artículos 107,  fracción IX,  de la  Constitución

Federal; 81, fracción II, y 96 de la Ley de Amparo; y 16, fracción IV, de la

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, publicada en el Diario

Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro, así

como el Acuerdo General Número 3/2025 (12a.), del Pleno de la Suprema

Corte de Justicia de la Nación, de tres de septiembre de dos mil veinticinco,

que regula la procedencia y trámite de los recursos de revisión en amparo

directo.

14. De  tales  preceptos  se  desprende  que,  las  resoluciones  en  juicios  de

amparo  directo  que  emitan  los  Tribunales  Colegiados  de  Circuito  no

admiten recurso alguno, salvo que cumplan con alguno de los siguientes

requisitos.  El  primero  se  refiere  a  que  las  sentencias  impugnadas:  a)

decidan sobre la constitucionalidad de normas generales; b) establezcan la

interpretación  directa  de  un  precepto  de  la  Constitución  Política  de  los

Estados Unidos Mexicanos o de los derechos humanos establecidos en los

tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte; o,  c)

hayan omitido dicho estudio, cuando se hubiese planteado en la demanda

de amparo.

15. Los anteriores supuestos son alternativos. Es decir, basta que se dé uno u

otro  para que en principio  resulte  procedente el  recurso de revisión en

amparo directo. 
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16. Adicionalmente,  para  efectos  de  la  procedencia  del  recurso,

segundo  requisito  que se debe cumplir, consistente en

que los temas de constitucionalidad a analizar en cada asunto revistan un

interés excepcional en materia constitucional o de derechos humanos, de

conformidad con el artículo 107, fracción IX, de la Constitución Federal.

17. Por su parte, el punto cuarto del Acuerdo General Número 3/2025 (12a.),

del  Pleno  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Nación,  de  tres  de

septiembre de dos mil veinticinco, que regula la procedencia y trámite de

los  recursos  de  revisión  en  amparo  directo,  señaló  como  criterios

orientadores  sobre  el  interés  excepcional:  a)  el  asunto  plantee  una

problemática novedosa o que requiera un análisis más profundo por esta

Suprema  Corte,  especialmente  en  torno  a  la  interpretación  de  normas

constitucionales o de derechos humanos; b) el problema jurídico involucre

una violación grave a los derechos humanos; c) si la sentencia del Tribunal

Colegiado de Circuito hace una interpretación restrictiva de algún precepto

de  la  Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  o  de

derechos humanos, o d) la sentencia recurrida contradiga o desconozca un

criterio sostenido por este Alto Tribunal en materia de constitucionalidad o

de derechos humanos.

18. Por lo que se fortaleció la naturaleza excepcional del recurso de revisión

tratándose  de  juicios  de  amparo  directo.  Es  decir,  que  por  mandato

constitucional se reservó la posibilidad de recurrir las sentencias dictadas

por un Tribunal Colegiado de Circuito sólo en los casos en que subsista un

genuino planteamiento de constitucionalidad excluyendo la posibilidad de

revisar los problemas jurídicos de mera legalidad en los cuales los referidos

órganos colegiados son terminales. 

19. A partir de las anteriores premisas, este Tribunal Pleno concluye que en la

especie se acreditan los requisitos de procedencia indicados, lo que se

demuestra a partir de las consideraciones siguientes.
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20. De los antecedentes del asunto se desprende que se acredita el primer

requisito de procedencia, toda vez que el Tribunal Colegiado de Circuito

que  conoció  de  la  demanda  de  amparo  directo  declaró  infundado el

concepto de violación en el que la parte quejosa cuestionó la regularidad

constitucional del artículo 10 del Reglamento de Infectocontagiosidad

y Emanaciones Radioactivas, por estimar que no vulnera los derechos de

igualdad, no discriminación, ni el derecho a la salud. 

21. De ahí que, este Tribunal Pleno estima procedente el recurso de revisión,

ante el pronunciamiento que realizó el Tribunal Colegiado de Circuito del

conocimiento sobre la constitucionalidad del artículo impugnado; además,

la decisión adoptada podría dar lugar a un criterio  excepcional para el

orden  jurídico  nacional,  pues  no  existe  precedente  obligatorio  ni

jurisprudencia sobre el tema señalado.

22. Por lo tanto, conforme a lo dispuesto en el artículo 81, fracción II, de la Ley

de Amparo, se concluye que el asunto reviste un interés excepcional en

materia  constitucional  o  de  derechos  humanos.  En  virtud  de  ello,  y  en

términos del  artículo 107,  fracción IX,  de la  Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, se determina que lo procedente es realizar el

análisis de fondo del recurso de revisión planteado.

V. ESTUDIO DE FONDO

23. Este  Tribunal  Pleno  procede  a  realizar  el  estudio  de  la  regularidad

constitucional del artículo 10 del Reglamento de Infectocontagiosidad y

Emanaciones Radioactivas, inserto en el Contrato Colectivo de Trabajo

bienio 2009 al 2011, vigente hasta el nueve de octubre de dos mil once, el

cual  se  estima  aplicable,  toda  vez  que  se  demandó  la  prestación  de

infectocontagiosidad el veinticuatro de junio de dos mil once por la parte

trabajadora  ante  la  Junta  Especial  Número  Veintiséis  de  la  Federal  de

Conciliación y Arbitraje con residencia en el Estado de Chihuahua.
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24. Ello,  porque  el  Tribunal  Colegiado  de  Circuito  del  conocimiento  analizó  el

Reglamento  de  Infectocontagiosidad  y  Emanaciones

Radiactivas  inserto  en  el  Contrato  Colectivo  de  Trabajo  bienio  2011  al

2013, que entró en vigor a partir del diez de octubre de dos mil once, esto

es, con posterioridad a que se demandara la prestación de referencia ante

la junta responsable, por lo que dicha disposición no era aplicable al caso

de  estudio,  sin  que  tal  circunstancia  impida  la  realización  del  análisis

correspondiente.

25. Lo  anterior,  pues  como ya  se  mencionó  la  parte  quejosa  demandó las

prestaciones previstas en el artículo 10 del citado reglamento vigente al

momento de la presentación de su demanda, es decir, el del bienio 2009 a

2011, por lo que se procede a su análisis de conformidad con el artículo 76

de la Ley de Amparo.13

26. En principio, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación no desconoce

que la norma cuya inconstitucionalidad se reclama se encuentra prevista

en un instrumento anexo al contrato colectivo de trabajo firmado entre el

Sindicato Nacional de Trabajadores del Seguro Social con esa institución

pública, lo cual no establece un impedimento para analizar dicho precepto,

ya que si  bien estas normas no constituyen disposiciones generales en

cuya  creación  haya  intervenido  un  órgano del  Estado,  lo  cierto  es  que

tienen una naturaleza materialmente normativa. Por ello, basta que dicha

cláusula sea sustento de alguna de las pretensiones materia de la litis para

que pueda analizarse en el juicio de amparo si su contenido es congruente

con el marco constitucional o con los tratados internacionales en materia

de derechos humanos.14 
13 Ley de Amparo.
Artículo  76.  El  órgano  jurisdiccional,  deberá  corregir  los  errores  u  omisiones  que
advierta en la cita de los preceptos constitucionales y legales que se estimen violados, y
podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación y los agravios, así como los
demás  razonamientos  de  las  partes,  a  fin  de  resolver  la  cuestión  efectivamente
planteada, sin cambiar los hechos expuestos en la demanda.
14 Jurisprudencia  2a./J.  2/2020  (10a.),  de  rubro:  “CONTRATOS  COLECTIVOS  DE
TRABAJO.  EL  PLANTEAMIENTO  DE  INCONSTITUCIONALIDAD  O
INCONVENCIONALIDAD  DE  SUS  CLÁUSULAS  PUEDE  INTRODUCIRSE  EN  EL
JUICIO DE AMPARO DIRECTO, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE EN EL JUICIO
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27. Por  otro  lado,  si  bien  esta  Suprema  Corte  al  resolver  la  entonces

contradicción  de  tesis  57/201015 determinó  que,  las  cláusulas  de  los

contratos colectivos de trabajo que establecen prestaciones en condiciones

superiores a las previstas por la Ley Federal del Trabajo deben ser objeto

de interpretación estricta, pues los beneficios adicionales otorgados por

la negociación colectiva obligan a lo expresamente pactado por las partes,

en  atención  a  los  principios  de  buena  fe  y  equidad,  tampoco  debe

entenderse que la interpretación estricta de las cláusulas contractuales sea

en abstracto o que esté desvinculada con los propósitos jurídicos que les

dieron origen. 

28. Luego, es posible que esta Suprema Corte realice el estudio de regularidad

constitucional del artículo impugnado, el cual establece: 

“Artículo 10. Los conceptos de infectocontagiosidad médica y no médica, se
pagarán de acuerdo a lo que señalan los Artículos (sic) 4 y 6 del presente
Reglamento, a los trabajadores que tengan las categorías que se enlistan y
se encuentren expuestos en forma constante y permanente a este tipo de
riesgo, cuando laboren en unidades de cualesquier parte del sistema de las
siguientes áreas o servicios de especialidad:

(…)

Médicos No Familiares
Anatomopatólogo En  Laboratorio  de  Anatomía

Patológica
Hematólogo En Bancos de sangre. Tipos A y

B (Laboratorio)
Infectólogo En  áreas  y  servicios  de

Infectología
Laboratorista En todas las unidades
Patólogo En áreas y servicios de Patología
Patólogo Clínico En todas las unidades
Médicos No Familiares Adscritos  a  Servicios  u

Hospitales  de  Infectología,
Unidades  de  Cuidados
Intensivos  Generales  y

LABORAL DE ORIGEN SE HAYA DEMANDADO SU NULIDAD.”  Publicada en  la
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época. Libro 75, febrero de
2020, tomo I, página 953, registro digital 2021563.
15 Resuelta en sesión de veintiséis de mayo de dos mil diez, por unanimidad de cinco
votos de la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos y de los Ministros Sergio A. Valls
Hernández,  José  Fernando  Franco  González  Salas,  Luis  María  Aguilar  Morales  y
Presidente Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
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Unidades  de  Cuidados
Intensivos  Pediátricos  (UCIP)
(…)

Médicos Residentes En los mismos servicios que los
anteriores

Médicos  para  el  Traslado  de
Pacientes de Terapia Intensiva

En áreas y servicios de Terapia
Intensiva

Técnico en el manejo de aparatos
para electro diagnóstico

En  áreas  y  servicios
cardiovasculares

(…)

29. De la transcripción, se desprende que los trabajadores que se encuentren

en las categorías enlistadas y expuestos en forma constante y permanente

a este tipo de riesgos, cuando laboren en las áreas ahí señaladas, se les

pagarán los conceptos de infectocontagiosidad médica y no médica. 

30. Asimismo, se enlistan diversas categorías de médicos y las áreas en donde

deben prestar los servicios de forma constante y permanente, para poder

acceder a la prestación extralegal médica.

31. Ahora  bien,  la  parte  recurrente  en  sus  agravios  aduce  que  el  Tribunal

Colegiado de Circuito convalidó la discriminación normativa al considerar

que el artículo 10 del Reglamento en estudio es constitucional, a pesar de

que  existen  supuestos  equivalentes,  al  excluir  tácitamente  a  personas

trabajadoras expuestos que no aparecen en el  catálogo,  como la  parte

trabajadora  -aquí  recurrente-,  aun  cuando  lleva  a  cabo  labores  que  la

ponen en contacto directo con agentes biológicos-infecciosos, además de

que  contempla  otros  sujetos  como  los  comisionados  sindicales  no

expuestos. 

32. Al  respecto,  el  Tribunal  Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la

Nación ha señalado que el principio de igualdad está previsto en el artículo

1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a través

de la prohibición de discriminación. Asimismo, el derecho a la igualdad está

reconocido en el orden jurídico internacional en los diversos 1o. y 2o. de la

Declaración  Universal  de  los  Derechos  Humanos;  2,  3  y  26  del  Pacto

Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y, por cuanto hace al sistema
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convencional interamericano destacan el preámbulo y los preceptos II, de

la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y 1.1 y

24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos16.

33. De manera similar, a lo señalado en la Opinión Consultiva OC-4/8417, la

Corte Interamericana de los Derechos Humanos respecto del principio de

igualdad y no discriminación, esta Suprema Corte ha establecido que no

toda  diferencia  en  el  trato  hacia  una  persona o  grupo de  personas  es

discriminatoria. 

34. En efecto, de acuerdo con la doctrina de este Alto Tribunal, la distinción y la

discriminación son términos jurídicamente diferentes: la primera constituye

una diferencia razonable y objetiva, mientras que la segunda, constituye

una  diferencia  arbitraria  que  redunda  en  detrimento  de  los  derechos

humanos18.

35. Así,  un trato será discriminatorio siempre que la distinción se encuentre

injustificada, es decir, si carece de una razón válida desde el punto de vista

constitucional19.

16 Acción de inconstitucionalidad 61/2016, resuelta por el Tribunal Pleno de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación el cuatro de abril de dos mil diecisiete, por mayoría de
nueve votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Zaldívar Lelo de Larrea
(ponente), Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez
Dayán y Presidente Aguilar Morales. La Ministra Luna Ramos votó en contra.
17 Del diecinueve de enero de mil novecientos ochenta y cuatro: “[l]a noción de igualdad
se  desprende  directamente  de  la  unidad  de  naturaleza  del  género  humano  y  es
inseparable de la dignidad esencial de la persona”. No obstante, también refirió que “no
toda  distinción  de  trato  puede  considerarse  ofensiva,  por  sí  misma,  de  la  dignidad
humana”, en otras palabras, no habrá “discriminación si una distinción de tratamiento
está  orientada legítimamente,  es  decir,  si  no  conduce a  situaciones contrarias  a  la
justicia, a la razón o a la naturaleza de las cosas. De ahí que no pueda afirmarse que
exista discriminación en toda diferencia de tratamiento del Estado frente al individuo,
siempre  que  esa  distinción  parta  de  supuestos  de  hecho  sustancialmente
diferentes y que expresen de modo proporcionado una fundamentada conexión entre
esas diferencias y los objetivos de la norma, los cuales no pueden apartarse de la
justicia o de la razón, vale decir,  no pueden perseguir fines arbitrarios, caprichosos,
despóticos o que de alguna manera repugnen a la esencial unidad y dignidad de la
naturaleza humana.”
18 Véase la jurisprudencia P./J. 9/2016 (10a.), de rubro: “PRINCIPIO DE IGUALDAD Y
NO DISCRIMINACIÓN, ALGUNOS ELEMENTOS QUE INTEGRAN EL PARÁMETRO
GENERAL”, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima
Época, Libro 34, septiembre de 2016, Tomo I, página 112, registro digital 2012594.
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36. Además,  cuando  el  principio  de  igualdad  se  materializa  en  el  contenido  o  en

la aplicación de la ley, se le denomina igualdad ante la

ley.  En  esta  vertiente,  este  principio  contempla  un  mandato  dirigido  al

legislador  que  ordena  el  igual  tratamiento  a  todas  las  personas  en  la

distribución de los derechos. Así, existe discriminación normativa cuando

dos supuestos de hecho equivalentes son regulados de forma desigual

sin  que  exista  una  justificación  razonable  para  otorgar  ese  trato

diferenciado20.

37. Ahora,  para poder  evaluar  si  una determinada disposición normativa es

compatible con el principio de igualdad y no discriminación en su vertiente

de igualdad ante la ley,  es indispensable verificar,  en primer lugar,  si  el

legislador  efectivamente  estableció  una  distinción  en  la  ley,  ya  sea  por

exclusión tácita21 o por exclusión expresa22. 

38. Una vez establecido lo anterior, el siguiente paso consiste en determinar si

tal  distinción  encuentra  justificación  constitucional.  Para  ello,  debe

determinarse si la misma incide en una categoría sospechosa, conforme al

artículo 1o. constitucional, en cuyo caso correspondería aplicar un examen

19 Véase la jurisprudencia 1a./J. 87/2015 (10a.), de rubro: “CONSTITUCIONALIDAD DE
DISTINCIONES  LEGISLATIVAS  QUE  SE  APOYAN  EN  UNA  CATEGORÍA
SOSPECHOSA.  FORMA EN QUE DEBE APLICARSE EL TEST DE ESCRUTINIO
ESTRICTO”, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima
Época, Libro 25, diciembre de 2015, Tomo I, página 109, registro digital 2010595.
20 Acción de inconstitucionalidad 61/2016, resuelta por el Tribunal Pleno de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación el cuatro de abril de dos mil diecisiete. Ministro ponente:
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Con votación diversa.
21 Como su nombre lo indica, la discriminación por exclusión tácita tiene lugar cuando
un régimen jurídico implícitamente excluye de su ámbito de aplicación a un supuesto de
hecho  equivalente  al  regulado  en  la  disposición  normativa.  Este  escenario  suele
presentarse cuando se establece a un determinado colectivo como destinatario de un
régimen jurídico, sin hacer mención alguna de otro colectivo que se encuentra en una
situación equivalente.
22 La discriminación por diferenciación expresa ocurre cuando el legislador establece
dos  regímenes  jurídicos  diferenciados  para  supuestos  de  hecho  o  situaciones
equivalentes.  En  este  caso,  la  exclusión  es  totalmente  explícita,  toda  vez  que  el
legislador crea un régimen jurídico distinto  para ese supuesto de hecho o situación
equivalente. Lo que normalmente se busca al aducir el carácter discriminatorio de una
diferenciación  expresa  es  quedar  comprendido  en  el  régimen  jurídico  del  que  es
excluido y,  en consecuencia,  que no se aplique el  régimen jurídico creado para su
situación.

21

Yz
d2

g+
H
M
M
H
/X

fIx
Ip
CI

uD
0G

H
Be

c3
TE

96
9S

vQ
zV

Cw
Cm

0=

2604-1132



AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 6213/2025

estricto  de  igualdad; o  si  la  misma,  al  no  incidir  en  alguna  de  dichas

categorías, debe ser analizada bajo un estudio ordinario23.

39. Así, en resumen, la aplicación del análisis de igualdad supone:  1) que se

determine si existe una distinción entre situaciones equivalentes, 2) que se

elija  el  nivel  de  escrutinio  que  debe  aplicarse  para  observar  dicha

distinción, ya sea un estudio estricto u ordinario, y  3) que se desarrollen

cada una de las etapas que supone la prueba que se ha elegido.

40. Una vez desarrollado el marco conceptual y normativo, en relación con los

derechos  de  igualdad  es  importante  considerar  que  del  contenido  del

artículo 10 del  Reglamento de Infectocontagiosidad y Emanaciones

Radioactivas, se advierten distintas categorías de personas trabajadoras,

para acceder a los conceptos de infectocontagiosidad médica y no médica,

que se encuentren expuestos de forma constante y permanente a este tipo

de  riesgos,  cuando  laboren  en  cualquier  unidad,  área  o  servicio  de

especialidad señalados en la disposición.

41. Así, la parte recurrente se duele de que el tribunal colegiado no tomó en

cuenta que existe una discriminación normativa en supuestos equivalentes,

esto es, entre las y los médicos que no se encuentran adscritos a las áreas

de riesgo y aquéllos que sí lo están, así como las personas trabajadoras

que  han  sido  expuestos  a  factores  de  riesgo  y  fueron  comisionados  a

actividades sindicales.

42. En el caso de estudio, en el juicio laboral en el laudo se determinó que la

parte quejosa era **********; con categoría de médico **********; asignada al

área de  división  de  **********,  la  cual  no se encuentra  dentro  de  áreas

contractualmente consideradas como riesgo de infectocontagiosidad.

43. De lo anterior, se advierte que la distinción alegada por la parte quejosa no

deriva de la  profesión clasificada dentro  de las  categorías de las  y  los

23 Acción de inconstitucionalidad 61/2016, resuelta por el Tribunal Pleno de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación el cuatro de abril de dos mil diecisiete. Ministro ponente:
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Con votación diversa.
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médicos no familiares24, previstas en el artículo 10

del  reglamento  impugnado,  sino  en  las  áreas  o

servicios con riesgo de infectocontagiosidad en donde se desarrollen sus

funciones de forma constante y permanente.

44. Ello, toda vez que las y los médicos por su profesión, por regla general se

encuentran sujetos a riesgos de contagio, por la naturaleza misma de la

función que desempeñan; sin embargo, no todas las personas que tienen

la profesión de médicos se encuentran expuestos en la misma forma e

intensidad al  riesgo de contagio o infección,  pues depende del  área de

adscripción  dentro  de  los  servicios  de  salud  donde  desarrollen  sus

actividades. 

45. La Organización Mundial de la Salud señala que las personas trabajadoras

de la salud son todas aquellas personas que ejercen actividades laborales

cuyo objetivo  principal  es  mejorar  la  salud,  como médicos,  personal  de

enfermería, entre otros, que constituyen la columna vertebral del sistema

de salud, y contribuyen al disfrute del derecho a la salud para todos, por lo

que deben disfrutar de condiciones laborales seguras y saludables para

cuidar  su  propia  salud,  ya  que  se  enfrentan  a  una  serie  de  riesgos

laborales asociados a las infecciones, el manejo inseguro de los pacientes,

los productos químicos peligrosos, la radiación, etcétera.25 

46. El Diccionario de la Real Academia Española define infectocontagioso (sa)

como  “dicho  de  una  enfermedad  infecciosa  y  contagiosa.”,  esto  es,

infeccioso  (sa)  que  es  causado  por  una  infección  (virus  o  bacteria)  o

contagiosa que se propaga por contagio (transmisible).26  

24 De conformidad con el Reglamento de Prestaciones Médicas del Instituto Mexicano
del Seguro Social en su artículo 2, fracción XII, define a los médicos no familiares como
los  profesionales  de  la  medicina  que  ostenta  un  postgrado,  que  lo  acredita  como
especialista  en  cierta  rama de  la  medicina  y  que,  con  ese  carácter,  labora  en  los
servicios médicos del Instituto. 
25 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/occupational-health--
healthworkers
26 https://dle.rae.es/infectocontagioso
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47. Desde  el  punto  de  vista  epidemiológico,  el  riesgo  se  define  como  la

probabilidad de que un individuo en una población definida desarrolle una

enfermedad u otro problema de salud adverso.27 

48. En ese contexto, este Tribunal Pleno considera que la distinción que realiza

el artículo 10 del reglamento impugnado, respecto de las y los médicos que

desarrollan  su  función  de  forma  constante  y  permanente,  que  se

encuentran adscritos a servicios u hospitales de infectología, unidades de

cuidados  intensivos  generales  o  pediátricos  no  son  equiparables  con

aquellos que desarrollan su actividad en otras áreas del sistema o servicio

de salud.

49. Dicho  de  otra  manera,  el  artículo  impugnado  establece  una  distinción

basada  en  el  riesgo  infectocontagioso  en  que  se  encuentran  las  y  los

médicos no familiares al realizar sus funciones en áreas de mayor riesgo

de contagio, que aquellos que no lo están. 

50. Ello, es relevante, toda vez que las prestaciones médicas a la población

derechohabiente  por  parte  del  Instituto  Mexicano  del  Seguro  Social  se

otorgan mediante un sistema de unidades médicas las cuales se dividen

por  niveles de atención:  a)  Primer  Nivel:  son las unidades de medicina

familiar en donde se otorga atención médica integral y continua al paciente;

b) Segundo Nivel: los hospitales generales de subzona, zona o regionales

en donde se atiende a los pacientes,  remitidos por  los servicios de los

distintos niveles de atención, de acuerdo a la zona que le corresponda,

para  recibir  atención  diagnóstica,  terapéutica  y  de  rehabilitación,  de

conformidad a la  complejidad de su padecimiento;  y,  c)  Tercer  Nivel:  lo

constituyen las Unidades Médicas de Alta Especialidad, que cuentan con la

capacidad  tecnológica  y  máxima  resolución  diagnóstica  terapéutica,  en

27 Manual de Procedimientos Estandarizados para la Vigilancia Epidemiológica de las
Infecciones  Asociadas  a  la  Atención  de  la  Salud.  Red  Hospitalaria  de  Vigilancia
Epidemiológica.  Junio  2024.  Secretaria  de  Salud.  Página  29.
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/920660/Manual_de_procedimientos_e
standarizados_para_la_vigilancia_epidemiol_gica_de_las_IAAS_-
_RHOVE_junio_2024.pdf
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este  nivel  se  atiende  a  los  pacientes  que  los

hospitales del segundo nivel de atención remiten, o

por excepción los que envíen las unidades del primer nivel, de conformidad

con la complejidad del padecimiento.28 

51. Por tanto, no es posible analizar si el artículo impugnado del reglamento

anexo  al  contrato  colectivo  de  trabajo  estableció  una  distinción  por

exclusión tácita o expresa, ya que no estamos ante hechos o situaciones

equivalentes, en tanto que, las hipótesis normativas no son equiparables,

debido a que el grado de peligrosidad para contagiarse o infectarse en un

área médica dependerá de la actividad sanitaria que se realice y el tipo de

paciente, por lo tanto, no es posible considerar que existe el mismo riesgo

de contagio o infección en la misma proporción en áreas diferentes.

52. Por otro lado, la parte recurrente alega que las prestaciones por concepto

de infectocontagiosidad se otorgan a las personas trabajadoras que son

comisionadas al Sindicato, y que tal situación implica una distinción que

genera  una  discriminación,  frente  a  personal  médico  que  no  realiza

actividades en las señaladas en el artículo impugnado.

53. Al  respecto,  es  importante  considerar  que  tal  previsión  se  encuentra

regulada en el artículo 9 del reglamento impugnado, el cual reconoce que

las prestaciones por concepto de infectocontagiosidad médica y no médica

se seguirán pagando a aquellas personas trabajadoras expuestas al riesgo

que  son  comisionados  al  sindicato;  tal  circunstancia  no  implica  una

distinción  de  trato,  ya  que  la  razón  por  la  cual  se  mantienen  las

prestaciones es derivado de la exposición al riesgo de contagio al haber

laborado en las áreas señaladas en el artículo combatido, de modo que tal

circunstancia no implica que dejen de tener el factor de riesgo sólo por el

hecho  de  que  ya  no  labora  en  dichas  unidades  médicas,  sino  por  el

contrario, la disposición prevé mantener los beneficios en aquellos casos

en que aun cuando ya no labore en las áreas de adscripción señaladas en

28 Artículo 4 del Reglamento de Prestaciones Médicas del Instituto Mexicano del Seguro
Social.
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la norma, el riesgo permanece por haber sido expuesto de forma constante

y permanente,  a  pesar  de que  ya  no realicen sus  actividades en  esos

lugares. 

54. Luego, la referencia que realiza la parte quejosa respecto de la distinción

entre aquellas personas que son comisionadas a otras áreas respecto de

las y los médicos no familiares que realizan actividades en áreas distintas a

las señaladas en la norma como riesgosas, no son equivalentes, pues en

uno  de  los  casos  a  pesar  de  que  ya  no  trabajan  en  dichos  lugares,

prestaron sus servicios de forma constante y permanente por  lo  que el

factor de riesgo se cumplió y eventualmente pueden regresar una vez que

termine su comisión, mientras que en el otro caso, el riesgo de infección o

contagio del personal médico no familiar en áreas distintas no se cumple al

no prestar el servicio de forma permanente, en áreas donde existe mayor

peligrosidad. 

55. De ahí que se estime que, la norma es constitucional  toda vez que no

vulnera lo dispuesto en el artículo 1o. de la Constitución Federal, es decir,

no es discriminatoria, pues la distinción señalada encuentra su génesis en

que regula supuestos no equivalentes, que buscan la protección de la y el

médico.

56. Lo anterior, de ninguna forma vulnera el principio pro persona ni privilegia

formalismos  normativos  en  materia  de  exposición  de  riesgos,  como  lo

alega la recurrente, de esta forma, el artículo impugnado establece áreas

dentro del sistema del sector salud que son clasificadas de mayor riesgo de

infectocontagiosidad para efecto  de acceder  a la  prestación extra legal,

pero en el caso particular de la accionante, en el juicio laboral se determinó

que  la  parte  actora  contaba  con  la  categoría  de  médico  no  familiar

asignada  al  área  de  división  de  cirugía,  la  cual  no  se  encuentra

contemplada dentro de las áreas de riesgo de la norma, por tanto, no existe

una afectación adicional que le permita acceder a esa prerrogativa, en la

medida en que no cumple con las condiciones para su otorgamiento. 
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57. Ahora  bien,  se  concluye  que  no  es  necesario  realizar  el  análisis  de  las

siguientes etapas del estudio del derecho a la igualdad y

no  discriminación;  sin  embargo,  toda  vez  que  el  tribunal  colegiado  se

pronunció  al  respecto  y  existe  agravio  en  su  contra,  se  procede a  dar

contestación a éstos. 

58. En  efecto,  la  parte  recurrente  se  duele  de  que  el  tribunal  colegiado

determinó que el estudio del derecho de igualdad y no discriminación se

realizará bajo un estudio de escrutinio ordinario, pero desde su óptica debió

ser  desde  una  perspectiva  estricta,  ante  la  existencia  de  categorías

sospechosas como la condición de salud y el trabajo digno. 

59. Al respecto, se estima que el agravio es infundado, ya que la determinación

efectuada por el órgano colegiado fue acertada, en la medida en que el

artículo impugnado no incide en ninguna categoría sospechosa que diera

lugar al estudio desde una visión estricta, pues no establece la distinción

con base en la condición de salud de las o los médicos para otorgar la

prestación, sino como lo establece el tribunal colegiado de circuito obedece

a una clasificación basada en el nivel de riesgo técnico inherente al puesto,

además de lo anterior se estima por este Tribunal Pleno deriva de las áreas

del sistema de salud en donde se advierte el riesgo infectocontagioso al

que  se  encuentran  expuestos  de  forma  constante  y  permanente  las

personas  trabajadoras,  esto  es,  se  basa  en  criterios  vinculados  con  la

seguridad en el trabajo relativo a la exposición de riesgos biológicos.

60. Asimismo, la parte recurrente en sus agravios argumenta que no se realizó

en las consideraciones de la sentencia motivación reforzada al realizar el

estudio de razonabilidad, en relación con la necesidad de la medida y los

medios menos restrictivos como el procedimiento identificado con la clave

3A23-003-008,  que  establece  la  realización  de  estudios  técnicos  de

exposición real a agentes biológicos y radiaciones, mecanismo que permite

otorgar  prestaciones  conforme  al  riesgo  verdadero,  sin  necesidad  de

recurrir a listas rígidas de categorías y áreas.
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61. Al respecto, este Tribunal Pleno estima que los agravios son infundados, ya

que  el  tribunal  colegiado  del  conocimiento  al  correr  el  estudio  de

razonabilidad determinó en síntesis que, la finalidad de la norma consistía

en  otorgar  medidas  de  protección  reforzada  a  personal  que,  por  la

naturaleza de las funciones, enfrenta un riesgo calificado y permanente de

exposición a agentes infecciosos o sustancias radiactivas.

62. Además, estableció que el artículo impugnado no instituye un trato desigual

arbitrario, sino que define un grupo de personas trabajadoras que, debido a

su adscripción o función dentro del Instituto Mexicano del Seguro Social,

están  expuestas  de  forma  constante  y  permanente  a  agentes

infectocontagiosos o materiales radioactivos y a partir de ello, se otorgan

medidas de protección reforzada como prerrogativas laborales especiales,

por lo que la finalidad imperiosa es justo proteger la salud y la vida de las y

los trabajadores expuestos.

63. También precisó que,  la  medida es idónea,  necesaria  y  proporcional  al

establecer un esquema de beneficios laborales ajustado a condiciones de

riesgo  específicas,  sin  que  ello  implique  afectaciones  injustificadas  a

trabajadores  en  situación  distinta,  pues  pretender  otorgar  a  todas  las

personas  empleadas  romperían  la  proporcionalidad,  así  extendería  una

protección especializada a quienes no enfrentan las mismas condiciones

de riesgo y desnaturalizaría el fin legítimo del instrumento. 

64. De  lo  anterior,  se  advierte  que  el  órgano  colegiado  fue  puntual  en

establecer los pasos del estudio ordinario, sin que ello implique realizar una

motivación reforzada, ante la ausencia de una categoría sospechosa. 

65. Por  otro  lado,  manifiesta  que  debió  tomar  en  consideración  el

procedimiento  3A23-003-008,  que  establece  la  realización  de  estudios

técnicos de exposición real a agentes biológicos y radiaciones, mecanismo

que  permite  otorgar  prestaciones  conforme  al  riesgo  verdadero,  sin

necesidad de recurrir a listas rígidas de categorías y áreas.
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66. Al  respecto,  es  importante  considerar  que  el  procedimiento  para  el  desarrollo

de  la  investigación  y  prevención  de  accidentes  y

enfermedades de trabajo, estudio de puesto de trabajo y elaboración del

dictamen pericial técnico en seguridad e higiene en el trabajo  3A23-003-

008,  en  materia  de  riesgos  de  trabajo  para  investigar  la  probable

enfermedad  de  trabajo,  accidente  de  trabajo,  accidente  de  trabajo  que

generara  defunción,  estudio  de  puesto  de  trabajo  para  determinar  la

exposición  a  agentes  infectocontagiosos  y/o  radiaciones  ionizantes  y

dictamen pericial técnico. 

67. Ello, ya que en dicho procedimiento se define al riesgo como la correlación

de la peligrosidad de un agente o condición física y la exposición de los

trabajadores con la posibilidad de causar efectos adversos para su salud o

vida, o dañar el centro laboral. Como expresión, el riesgo es igual al peligro

por la exposición del trabajador. 

68. Tal guía se utiliza por el Instituto Mexicano del Seguro Social para llevar a

cabo el análisis de investigación sobre riesgos de trabajo, con el  fin de

identificar y prevenir accidente o enfermedades de trabajo en el ambiente

laboral para salvaguardar la seguridad e higiene en el centro de trabajo. 

69. De ahí que, a diferencia de lo que argumenta la parte recurrente dicho

procedimiento forma parte de las medidas que tiene el  empleador  para

identificar  los  riesgos,  es  decir,  es  un  medio  para  lograr  acreditar  la

existencia de una exposición de un riesgo infectocontagioso, debido a que

se analiza el puesto y las funciones, pero de ninguna manera implica la

sustitución de las áreas señaladas en el artículo impugnado. 

70. Por otro lado, la parte recurrente alega que se vulneró su derecho a la

salud,  no  obstante,  este  Tribunal  Pleno  considera  que  tal  y  como  lo

estableció el tribunal colegiado del conocimiento el derecho humano a la

salud debe garantizarse para toda persona trabajadora, pero ello no implica

que todos deben recibir  exactamente las  mismas prestaciones,  pues el

artículo impugnado busca regular condiciones de trabajo en ambientes de
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riesgo mediante una prestación extralegal en los casos en que se realicen

de  manera  frecuente  actividades  dentro  de  áreas  de  riesgo

infectocontagioso, esto es, garantizar el derecho a la salud de todas las y

los empleados, pero generando mayor énfasis en aquellas personas que

se  encuentran  expuestas  de  forma  constante  y  permanente  a  riesgos

infectocontagiosos.

71. Ello es así, ya que el derecho a la salud está tutelado por el artículo 429 de

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y es reconocido

en  diversos  tratados  internacionales  como  los  diversos  25  de  la

Declaración Universal de Derechos Humanos30; 12 del Pacto Internacional

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales31, entre otros.

29 Artículo 4. (…)
(…)
Toda Persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y
modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la
Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo
que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución. La Ley definirá un
sistema de salud para el  bienestar,  con el  fin de garantizar la extensión progresiva,
cuantitativa y cualitativa de los servicios de salud para la atención integral y gratuita de
las personas que no cuenten con seguridad social.
(…).
30 Artículo 25
1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a
su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda,
la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los
seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de
pérdida  de  sus  medios  de  subsistencia  por  circunstancias  independientes  de  su
voluntad.
2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos
los  niños,  nacidos  de  matrimonio  o  fuera  de  matrimonio,  tienen  derecho  a  igual
protección social.
31 Artículo 12
1. Los Estados Parte en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al
disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.
2.  Entre  las  medidas que deberán adoptar  los  Estados Parte  en  el  Pacto  a fin  de
asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para:
a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de
los niños;
b)  El  mejoramiento  en  todos  sus  aspectos  de  la  higiene  del  trabajo  y  del  medio
ambiente;
c)  La  prevención  y  el  tratamiento  de  las  enfermedades  epidémicas,  endémicas,
profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas;
d)  La creación  de condiciones que aseguren a todos asistencia  médica  y servicios
médicos en caso de enfermedad.
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72. Además,  sobre  el  particular  la  extinta  Segunda  Sala  al  resolver  el  amparo  en

revisión  378/2014  sostuvo  que  el  derecho  a  la  salud

puede  entenderse  como  la  obligación  del  Estado  de  establecer  los

mecanismos necesarios para que todas las personas tengan acceso a los

servicios  de  salud  encaminados  a  la  obtención  de  un  determinado

bienestar general, integrado por el estado físico, mental, emocional y social

de la persona, del que deriva un derecho fundamental más, consistente en

el derecho a la integridad físico-psicológica32.

73. Se  precisó  que,  el  artículo  12  del  Pacto  Internacional  de  Derechos

Económicos, Sociales y Culturales, consagra el derecho humano al disfrute

al  más  alto  nivel  posible  de  salud  física  y  mental,  el  cual  impone

obligaciones positivas a los Estados parte, de las que se destacan –por

ejemplo–, las medidas necesarias para la reducción de la mortalidad, el

tratamiento  de  las  enfermedades  y  la  creación  de  condiciones  que

aseguren a todos asistencia y servicios médicos en caso de enfermedad.

74. Asimismo, se destacó que  existen elementos esenciales que informan el

desarrollo  del  derecho  humano  a  la  salud,  a  saber,  la  disponibilidad,

accesibilidad,  aceptabilidad  y  calidad;  lo  que  implica,  entre  otras

cuestiones, que el Estado Mexicano: (I) cuente con un número suficiente

de  establecimientos,  bienes  y  servicios  públicos  de  salud  y  centros  de

atención de la  salud,  cuya  naturaleza dependerá  particularmente de  su

nivel de desarrollo; (II) que tales establecimientos estén al alcance de la

población,  en especial  los grupos vulnerables o marginados, y;  (III)  que

además de resultar aceptables desde el punto de vista cultural deberán ser

apropiados desde la perspectiva científica, médica y ser de buena calidad.

32 Véase  el  amparo  en  revisión  378/2014,  fallado  el  quince  de  octubre  de  dos  mil
catorce,  por  mayoría  de  tres  votos  de  los  señores  Ministros  Alberto  Pérez  Dayán
(ponente),  José  Fernando  Franco  González  Salas  y  Presidente  Luis  María  Aguilar
Morales. La señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra.
Ausente el señor Ministro Sergio A. Valls Hernández.
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75. Por  su  parte,  la  otrora  Primera  Sala  al  resolver  el  amparo  en  revisión

226/202033, estableció en el contexto del derecho a la salud que, la lucha

contra las enfermedades, en términos amplios, representa la práctica de

esfuerzos individuales y colectivos del Estado para facilitar la creación de

condiciones que aseguren a las personas asistencia médica y servicios

médicos, lo cual —en definitiva— no se limita al acceso igual y oportuno a

los servicios de salud básicos preventivos,  curativos y de rehabilitación,

sino  también  al  tratamiento  apropiado  de  enfermedades,  afecciones,

lesiones y discapacidades.34

76. En este contexto, el artículo 10 del Reglamento impugnado no vulnera el

derecho a la  salud de las personas trabajadoras que no se encuentran

ubicadas en los supuestos de análisis, ya que tal disposición establece una

prestación extralegal para aquellas personas que se encuentran expuestas

de forma constante y permanente a los riesgos infectocontagiosos, como

una medida preventiva para evitar enfermedades o accidentes de trabajo,

sin que ello sea discriminatorio como se analizó, ya que la norma busca

salvaguardar la integridad y salud de los trabajadores expuestos al riesgo,

máxime  que,  como  se  estableció  existen  procedimientos  para  analizar

puestos con el fin de ubicar un posible factor de riesgo. 

77. Por otro lado, se estima infundado el agravio de la parte recurrente en el

que sustenta que el órgano colegiado se apartó de la jurisprudencia 2a./J.

2/2020 (10a.), al convalidar el artículo impugnado sin realizar el control de

constitucionalidad e inconvencionalidad, pues de la sentencia de amparo

se advierte que sí se llevó a cabo el análisis de regularidad constitucional

del reglamento inserto al contrato colectivo de trabajo, el cual convalidó la

constitucionalidad de la norma impugnada, por lo que resulta evidente que

no existió la omisión alegada por la parte recurrente. 

33 Resuelto en sesión de once de noviembre del dos mil veinte, por unanimidad de cinco
votos  de  las  señoras  Ministras  Norma  Lucía  Piña  Hernández,  quien  se  reservó  el
derecho de formular voto concurrente y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los señores
Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Presidente Juan
Luis González Alcántara Carrancá.
34 Amparo en revisión 378/2014.
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78.En  consecuencia  y  conforme  a  las  consideraciones  descritas,  

infundados los  agravios  hechos  valer  por  la  parte

recurrente,  en  relación  con  la  vulneración  del  derecho  de  igualdad,  no

discriminación y el derecho a la salud del artículo 10 del Reglamento de

Infectocontagiosidad y Emanaciones Radioactivas, inserto en el Contrato

Colectivo de Trabajo bienio 2009 al 2011, lo procedente es confirmar la

sentencia recurrida y negar el amparo.

VI. DECISIÓN

En atención a las consideraciones anteriores, se concluye que, al resultar

infundados los agravios esgrimidos por la parte recurrente, lo procedente

en la materia de la revisión, es confirmar la sentencia recurrida y negar el

amparo a la parte quejosa en términos de lo resuelto en esta ejecutoria. 

Por todo lo expuesto y fundado, este Pleno resuelve:

PRIMERO. En la materia de la revisión, se confirma la sentencia recurrida. 

SEGUNDO.  La  Justicia  de  la  Unión  no ampara  ni  protege a  la  parte

quejosa,  contra  el  laudo  de  once  de  septiembre  de  dos  mil  veintitrés,

dictado  por  la  Junta  Especial  Número  Veintiséis  de  la  Federal  de

Conciliación y Arbitraje, con residencia en el Estado de Chihuahua, en el

juicio laboral **********.

Notifíquese; con testimonio de esta ejecutoria, en su caso devuélvanse

los autos a su lugar de origen y, en su oportunidad, archívese el toca como

asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por

unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Herrerías Guerra;

Espinosa Betanzo; Ríos González; Esquivel Mossa; Batres Guadarrama;

Ortiz Ahlf; Figueroa Mejía a partir de una interpretación conforme; Guerrero
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García y Presidente Aguilar Ortiz. Las personas Ministras Ríos González y

Figueroa Mejía anunciaron sendos votos concurrentes.

El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz declaró que el asunto se resolvió

en los términos propuestos. 

Firman  el  Ministro  Presidente  y  la  Ministra  Ponente,  con  el  Secretario

General de Acuerdos, que autoriza y da fe. 

PRESIDENTE

MINISTRO HUGO AGUILAR ORTIZ

PONENTE

MINISTRA YASMÍN ESQUIVEL MOSSA

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS

DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO

Esta  hoja  corresponde  a  la  sentencia  del  Amparo  Directo  en  Revisión
6213/2025,  fallado por  el  Pleno de la Suprema Corte  de Justicia  de la
Nación, en sesión de diecinueve de febrero de dos mil veintiséis. CONSTE.
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En términos de los artículos 112 y 115 de la Ley General
de Transparencia y Acceso a la Información Pública; así
como en el  Acuerdo General  11/2017,  del  Pleno de la

Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Nación,  publicado  el  dieciocho  de
septiembre de dos mil diecisiete en el Diario Oficial de la Federación, en
esta  versión  pública  se  suprime  la  información  considerada  legalmente
como  reservada  o  confidencial  que  encuadra  en  esos  supuestos
normativos.
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